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:: A. N.
MURCIA. El propietario de un
bar de la pedanía murciana de Za-
randona se encuentra hospitali-
zado desde el pasado sábado por
las heridas que presuntamente
le causaron tres clientes golpeán-
dolo con un palo. Aunque el hos-
telero ha sufrido varias contusio-
nes de gravedad en la cabeza, la
familia confirmó ayer a este dia-
rio que, por el momento, no ha
presentado denuncia. Según
fuentes policiales, no se ha pro-
ducido ninguna detención.

Los hechos ocurrieron pasada
ya la medianoche del viernes en
un bar de la calle Párroco Pedro
Lozano de Zarandona. Al pare-
cer, tres clientes de etnia gitana
entraron al establecimiento con
intención de beber algo cuando
el propietario, su hermano y un
hijo estaban ya recogiendo. És-
tos les indicaron que estaban ce-
rrando y se inició una pelea que
acabó con una brutal agresión al
dueño del local. Tras recibir va-
rios golpes con un palo –con pun-
ta de hierro– en la cabeza, una
ambulancia lo trasladó a La
Arrixaca. La Policía Nacional ase-
gura que se trató de una pelea.

Herido grave el
dueño de un bar
de Murcia al ser
apaleado por
tres clientes

:: EFE
MURCIA. El Tribunal Supremo
(TS) ha desestimado el recurso
presentado contra una senten-
cia del Tribunal Superior de Jus-
ticia de la Región (TSJ) por los
padres de una niña que atribu-
yeron el episodio de asfixia que
padeció al nacer en un hospital
de Murcia –del que le han que-
dado secuelas– a una incorrecta
actuación médica.

La sentencia indica que los
demandantes presentaron un
informe pericial emitido por un
especialista en Medicina Legal
y Forense en el que se dice que
«existe una relación causal evi-
dente entre los factores de ries-
go de infección que presentaba
la recién nacida y el distress res-
piratorio que sufrió».

Por su parte, la Comunidad
presentó otro informe médico
que rebatía esa cuestión. El TS
ha desestimado el recurso pre-
sentado por los padres contra la
sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso del TSJ, que en septiem-
bre de 2009 rechazó su deman-
da al considerar que la Comuni-
dad Autónoma no era responsa-
ble patrimonial de lo ocurrido.

El Supremo niega
que el síndrome
que padece una
niña sea fruto de
un error médico

El fiscal pide tres años
para el presidente de
esta sociedad y un
promotor y el juez les
reclama una fianza de
más de 800.000 euros
:: A. NEGRE
MURCIA. Cuatro miembros de la
cooperativa de viviendas Mursi-
yya, entre ellos su presidente, y
un promotor –gerente de la mer-
cantil Gestalmí, S.L.– deberán sen-
tarse en el banquillo en los próxi-
mos meses por un presunto deli-
to de administración desleal. El fis-
cal solicita tres años de prisión para
el presidente de la sociedad, Faus-
tino C.A., y el promotor José J. C.
L. y un año y medio para el resto
de procesados por supuestamen-
te perseguir el beneficio de la mer-
cantil en lugar del de los coopera-
tivistas. El titular del juzgado de
Instrucción número 5 de Murcia
ya ha declarado la apertura del jui-
cio oral y solicita que los acusados
aporten, de forma conjunta, una
fianza de más de 800.000 euros.

La cooperativa Mursiyya vio la
luz el 26 de diciembre del 2000 con
objeto principalmente de construir
un edificio de viviendas en la zona

norte de Murcia. Faustino C. fue
nombrado presidente de la socie-
dad y ésta contrató la gestión de
Gestalmí para llevar a cabo la cons-
trucción del citado edificio y todos
los trámites pertinentes. El fiscal
señala, en su escrito, que el presi-
dente de la cooperativa y los inte-
grantes del consejo rector de la mis-
ma –también imputados– estaban
relacionados con la promotora. La
misma fue constituida en 1998 por
Faustino C. y José J. C., entre otros.

Tras la constitución de la socie-
dad, a la misma se fueron uniendo
nuevos socios cooperativistas para
adquirir algunas de las viviendas pla-
neadas. Sin embargo, a partir de
2001, el fiscal señala que los dos prin-
cipales procesados, en sus negocia-
ciones con los propietarios de los te-
rrenos, «en vez de procurar las ma-
yores ventajas para la cooperativa
Mursiyya, actuaron de modo ilícito
para beneficiar a la mercantil Ges-
talmí, en la que tenían importantes
intereses». De este modo, el Minis-
terio Público les acusa de firmar con-
tratos en los que, al tiempo que se
compraban viviendas para Mursi-
yya, se establecían presuntamente
obligaciones a cargo de la cooperati-
va y en beneficio de la promotora.
Obligaciones que el fiscal tilda de
«de todo punto desproporcionadas».

Un ejemplo de estas supuestas
obligaciones se produjo en mayo
de 2001 con la compra, por parte
de la cooperativa, de una finca en
la zona norte de Murcia. El pre-
cio se pactó en algo más de
120.000 euros que, en la escritu-
ra, se decían como ya recibidos
por el vendedor, pero Faustino C.
y José Jesús C. firmaron ese mis-
mo día un contrato en el que, uno
como representante de la coope-
rativa y el otro de la promotora,
acordaban que la primera debía
entregar a la segunda –en virtud
de su pago al vendedor de la fin-
ca– dos áticos de 120 metros cua-
drados, cuatro plazas de garaje y
dos y dos trasteros.

Tres casas de 600.000 euros
El Ministerio Público señala que
este tipo de acuerdos, que perjudi-
caban a los cooperativistas, fueron
ocultados a la mayor parte de ellos.
En 2007, la cooperativa también
adjudicó, al parecer, tres viviendas
a la empresa que han sido tasadas
en más de 618.000 euros. Los so-
cios de la cooperativa que presun-
tamente resultaron afectados, re-
presentados por letrados especia-
lizados en la materia del despacho
de abogados López Graña, llevaron
el caso a los tribunales.

Acusan a varios miembros de una
cooperativa de distraer fondos


